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TESIS RELEVANTES DEL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 16 DE MARZO AL 20 DE ABRIL DE 2018 

 
 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación; de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página 
de internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la 
información correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio 
jurisprudencial a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en 
controversia constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

ABRIL 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016654  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: P. I/2018 (10a.)  
 
TORTURA. MECANISMOS PARA PROBARLA DENTRO DEL PROCESO PENAL EN EL QUE SE 
DENUNCIA. 
 
La tortura constituye una violación grave a los derechos humanos que debe probarse por las vías 
legales idóneas para aclarar los hechos, identificar a los responsables, facilitar su procesamiento y 
obtener reparación para las víctimas. No obstante, al no poder presumirse la actualización de la 
tortura, es necesaria la práctica de exámenes para acreditarla; sin embargo, no existen criterios 
unificados a nivel nacional e internacional sobre cómo probar la tortura, ni una certificación para 
médicos y psicólogos sobre el tema, pero existen diversos instrumentos internacionales que 
fungen como herramienta para atender potenciales casos de tortura, entre los que se encuentra el 
Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, conocido coloquialmente como Protocolo de Estambul, en el que se 
recogen parámetros mínimos de examen que pueden ser modulados en cada país, en atención a 
las particularidades de cada sistema legal y a los recursos técnicos y económicos disponibles. En 
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este sentido, el Protocolo referido constituye una de las vías mediante las cuales puede 
comprobarse la existencia de tortura, sin que obste la posibilidad de realizar otros exámenes o 
pruebas que permitan, en su caso, sancionar a los responsables, tales como la mecánica de hechos 
y de lesiones que resultan de suma importancia, ya que permiten lograr la obtención de 
información útil a la vez que disminuyen el riesgo de revictimizar a la persona que alega haber 
sufrido la tortura. 
 
PLENO 
 
Incidente de inejecución de sentencia 290/2016. Raúl de los Santos Sánchez. 6 de junio de 2017. 
Unanimidad de once votos en relación con el sentido de la resolución; mayoría de siete votos de 
los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis María 
Aguilar Morales respecto de las consideraciones contenidas en esta tesis; votaron en contra: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Alexandre 
Luquet Farías. 
 
El Tribunal Pleno, el nueve de abril en curso, aprobó, con el número I/2018 (10a.), la tesis aislada 
que antecede. Ciudad de México, a nueve de abril de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016653  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P. II/2018 (10a.)  
 
TORTURA. LA IMPOSIBILIDAD DE INVESTIGAR SU COMISIÓN DENTRO DEL PROCESO PENAL, 
GENERADA POR LA NEGATIVA DEL DENUNCIANTE DE PRACTICARSE LOS EXÁMENES NECESARIOS, 
CUANDO ÉSTOS RESULTEN ESENCIALES Y NO EXISTAN OTROS ELEMENTOS PARA COMPROBARLA, 
DEJA SIN EFECTO LA DENUNCIA QUE SE HIZO PARA TALES EFECTOS EN EL JUICIO DE AMPARO. 
 
El Estado Mexicano debe investigar posibles actos de tortura u otros tratos crueles, inhumanos o 
degradantes, lo cual implica que debe tomar medidas efectivas para prevenir y sancionar la 
tortura en el ámbito de su jurisdicción. Con base en lo anterior, el alegato de la comisión de un 
acto de tortura dentro de un proceso penal, tendrá como efecto la realización de una investigación 
que permita determinar su existencia y sancionar a los responsables, lo que genera consecuencias 
dentro del mismo proceso por violaciones a derechos humanos y la apertura de una investigación 
criminal por la comisión del delito de tortura, lo que significa que la denuncia de actos de tortura, 
por sí misma, no lleva a terminar con el proceso penal del que sea parte la persona que alega 
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haberla sufrido, sino a investigar los hechos y sancionar a los responsables, para lo cual deberá 
generarse un registro fiable, preciso y detallado de los acontecimientos, que tome en cuenta la 
situación personal y la condición médico-psicológica del individuo. En ese sentido, la falta de 
exámenes médicos y psicológicos o de otra índole a la víctima, cuando resulten esenciales para 
determinar la actualización de actos de tortura, genera impunidad, pues impide conocer su 
existencia y, por ende, su investigación y persecución. Así, la negativa del quejoso a practicarse los 
exámenes mandatados por el juzgador de amparo, suprime la posibilidad de constatar la 
actualización de actos de tortura, debido a que no es posible para la autoridad judicial determinar 
su existencia. Por tanto, la oposición del denunciante a examinarse, cuando las evaluaciones 
resultan esenciales para determinar la existencia de tortura tiene como consecuencia, para 
efectos del proceso penal, la ausencia de acreditación de esta última, de manera que queda sin 
efecto la reposición procesal ordenada por el juzgador de amparo. 
 
PLENO 
 
Incidente de inejecución de sentencia 290/2016. Raúl de los Santos Sánchez. 6 de junio de 2017. 
Unanimidad de once votos en relación con el sentido de la resolución; mayoría de siete votos de 
los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis María 
Aguilar Morales respecto de las consideraciones contenidas en esta tesis; votaron en contra: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Alexandre 
Luquet Farías. 
 
El Tribunal Pleno, el nueve de abril en curso, aprobó, con el número II/2018 (10a.), la tesis aislada 
que antecede. Ciudad de México, a nueve de abril de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016652  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 8/2018 (10a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO. MOMENTO EN EL QUE INICIA EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA PRESENTAR 
SU AMPLIACIÓN, CON MOTIVO DE LA RENDICIÓN DEL INFORME JUSTIFICADO. 
 
El artículo 111, fracción II, de la Ley de Amparo incorpora expresamente la figura de la ampliación 
de la demanda de amparo, para los casos en que no hayan transcurrido los plazos para su 
presentación, o bien, cuando el quejoso tenga conocimiento de actos de autoridad que guarden 
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estrecha relación con los reclamados en la demanda inicial, siempre que no se haya celebrado la 
audiencia constitucional. Este segundo supuesto se actualiza cuando el quejoso tiene 
conocimiento de nuevos actos reclamados o autoridades responsables, o la necesidad de 
presentar conceptos de violación novedosos derivados de la fundamentación y motivación que no 
se conocía con anterioridad, siempre que exista una estrecha relación con los actos impugnados 
inicialmente. Ahora, si bien el supuesto es abierto, por lo regular el referido conocimiento deriva 
directamente de las constancias y del contenido de los informes justificados rendidos por las 
autoridades responsables. En este caso, el cómputo del plazo para presentar la ampliación de 
demanda inicia al día siguiente al en que surta efectos la notificación del acuerdo que tiene por 
recibido el informe justificado y ordena dar vista al quejoso, excepto cuando se acredite 
plenamente, que antes de la mencionada notificación, éste se ubicó en alguno de los supuestos 
previstos en el artículo 18 de la Ley de Amparo, esto es, que conoció con anterioridad la materia 
novedosa, en cuyo caso el cómputo inicia a partir del día siguiente a ese conocimiento; sin que lo 
anterior esté vinculado con la vista que se otorga a las partes para imponerse del contenido del 
informe justificado, por ser actos procesales diferentes con finalidades también distintas, esto es, 
por un lado se encuentra la posibilidad de: (i) ampliar la demanda ante el conocimiento de actos, 
autoridades o aspectos novedosos relacionados -incorporando a la litis del amparo elementos que 
no habían sido integrados al juicio y, por ende, es necesario solicitar un nuevo informe justificado, 
ya sea a la propia autoridad o a una nueva-; y, por otro, (ii) imponerse del contenido del informe 
justificado respecto de argumentos y pruebas relacionados con el acto reclamado por el que 
originalmente se admitió la demanda. Una interpretación en la que se asumiera que el plazo para 
ampliar la demanda debe computarse a partir del día siguiente al del fenecimiento de la vista para 
imponerse del informe justificado, traería consigo, como consecuencia, alterar el contenido del 
artículo 18 invocado, ampliando sin fundamento legal los plazos establecidos por el legislador. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 368/2016. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Sexto Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Décimo Séptimo Circuito. 15 de febrero de 2018. Mayoría de ocho votos de los Ministros Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Eduardo 
Medina Mora I. y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra: Margarita Beatriz Luna Ramos, 
Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
Tesis VI.2o.C.20 K (10a.), de título y subtítulo: "AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO. EL 
TÉRMINO PARA FORMULARLA DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE 
CONCLUYE EL PLAZO DE TRES DÍAS CON EL QUE SE DA VISTA AL QUEJOSO CON EL INFORME 
JUSTIFICADO.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de noviembre de 2014 a las 9:51 
horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 12, Tomo IV, 
noviembre de 2014, página 2904, y 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito, al resolver la queja 58/2016. 
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El Tribunal Pleno, el nueve de enero en curso, aprobó, con el número 8/2018 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de abril de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de abril de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016651  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: P./J. 5/2018 (10a.)  
 
ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. EL ARTÍCULO 54 BIS DE LA 
LEY RELATIVA, QUE PREVÉ LA TERMINACIÓN ANTICIPADA DE LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS, 
NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. 
 
El precepto citado, al regular la condición resolutoria de los contratos administrativos, identificada 
como "terminación anticipada", no viola el derecho de audiencia previa reconocido en el artículo 
14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior es así, porque la 
facultad de dar por terminado un contrato se justifica en el hecho de que si en el ámbito del 
derecho civil, donde por regla general prevalece el interés privado, existe previsión legal en el 
sentido de que los contratantes pueden, bajo determinadas condiciones, dar por concluidos los 
contratos sin necesidad de acudir a los tribunales, es lógico y jurídico sostener que en la esfera 
administrativa, donde imperan razones de interés general, la autoridad puede ejercer esa misma 
facultad ante circunstancias que hagan patente la necesidad de salvaguardar el interés público y 
dar cumplimiento a los principios que, para este tipo de contrataciones públicas, impone el 
artículo 134 de la Constitución Federal. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 192/2016. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 15 de febrero de 2018. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea en 
contra de las consideraciones, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Javier 
Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales en contra de algunas consideraciones; votaron en 
contra: Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Eduardo Medina 
Mora I. y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo 
López Andrade. 
 
Criterios contendientes: 
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El sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el 
amparo en revisión 976/2015, y el diverso sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 1139/2015. 
 
El Tribunal Pleno, el nueve de abril en curso, aprobó, con el número 5/2018 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de abril de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de abril de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016650  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: P./J. 6/2018 (10a.)  
 
ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. DIFERENCIAS ENTRE LA 
RESCISIÓN ADMINISTRATIVA Y LA TERMINACIÓN ANTICIPADA DE LOS CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS REGULADOS POR LA LEY RELATIVA. 
 
Si bien tanto la rescisión administrativa como la terminación anticipada de los contratos 
administrativos, reguladas por los artículos 54 y 54 Bis de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos 
y Servicios del Sector Público, persiguen una actuación más oportuna y eficiente de la 
administración pública ante circunstancias que hacen patente la necesidad de salvaguardar el 
interés público o de evitar su detrimento, y se actualizan en la conclusión de las obligaciones 
previstas en un contrato, de manera previa a la fecha convenida para el término de su vigencia, lo 
cierto es que la rescisión administrativa del contrato en los términos ahí establecidos sí actualiza 
un acto privativo que exige el pleno respeto al derecho de audiencia previa reconocido en el 
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues se activa ante el 
incumplimiento de obligaciones del proveedor, a quien se impone esa medida como sanción, lo 
que a su vez puede derivar en otro tipo de sanciones, como la aplicación de penas convencionales, 
la prohibición de suscribir contratos con el Estado por un tiempo determinado y otras más 
previstas en la ley o en el contrato respectivo. Por su parte, la terminación anticipada de un 
contrato administrativo ocurre ante razones de interés general, o bien, cuando por causas 
justificadas se extinga la necesidad de requerir los bienes o servicios originalmente contratados, y 
se demuestre que de continuar con el cumplimiento de las obligaciones pactadas, se ocasionaría 
algún daño o perjuicio al Estado, o se determine la nulidad de los actos que dieron origen al 
contrato, con motivo de la resolución de una inconformidad o intervención de oficio emitida por la 
Secretaría de la Función Pública. De ahí que la terminación anticipada de un contrato no deriva, en 
principio, del incumplimiento a una obligación adquirida por el proveedor, sino de razones 
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externas que incluso pueden ser ajenas a la voluntad de la dependencia o entidad contratante. 
Dicha terminación implica, básicamente, que el proveedor sólo será afectado con la molestia de ya 
no poder ejercer los derechos sobre los que, en términos del contrato suscrito, tenía mera 
expectativa de llevar a cabo de no presentarse una condición resolutoria, por lo que en realidad no 
se le priva de algún derecho adquirido o que hubiese ingresado a su esfera jurídica, máxime que la 
terminación anticipada conlleva la obligación del Estado de reembolsarle los gastos no 
recuperables en que pudo haber incurrido antes de la terminación, y no le impide cobrar por los 
servicios ya prestados o por los bienes entregados o arrendados durante la vigencia del contrato 
respectivo, ni menos aún, acudir posteriormente a las instancias jurisdiccionales respectivas para 
combatir la medida o exigir previa audiencia sobre otros derechos que estimara procedentes. Así, 
mientras en la rescisión administrativa es indispensable prever el derecho de audiencia previa a 
favor del proveedor, lo que incluso hace el artículo 54 referido, ello no puede extenderse al caso 
de la terminación anticipada de un contrato, supuesto en el que no es constitucionalmente 
necesario hacerlo. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 192/2016. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 15 de febrero de 2018. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea en 
contra de las consideraciones, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Javier 
Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales en contra de algunas consideraciones; votaron en 
contra: Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Eduardo Medina 
Mora I. y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo 
López Andrade. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el 
amparo en revisión 976/2015, y el diverso sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 1139/2015. 
 
El Tribunal Pleno, el nueve de abril en curso, aprobó, con el número 6/2018 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de abril de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de abril de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016649  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: P./J. 7/2018 (10a.)  
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ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. A LA TERMINACIÓN 
ANTICIPADA DE LOS RESPECTIVOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS, REGULADA EN EL ARTÍCULO 54 
BIS DE LA LEY RELATIVA, NO LE SON APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS DISPOSICIONES DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 
 
Como condición resolutoria, la terminación anticipada de los contratos administrativos representa 
una institución sustantiva que no puede ser reconstruida con la aplicación supletoria de 
disposiciones de orden procesal derivadas de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo 
pues, en su caso, primero sería aplicable como norma sustantiva compatible el artículo 1940 del 
Código Civil Federal. Así, es evidente que fue intención del legislador no otorgar audiencia previa a 
la emisión del acto de molestia consistente en la terminación anticipada de los contratos 
administrativos regulada en el artículo 54 Bis de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 
Servicios del Sector Público, como sí lo fue en el supuesto de su rescisión administrativa; de ahí 
que sea innecesaria la aplicación supletoria de las normas adjetivas referidas, pues no es válido 
atender a cuestiones jurídicas que el legislador no tuvo la intención de establecer en la ley a suplir. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 192/2016. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 15 de febrero de 2018. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea en 
contra de las consideraciones, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Javier 
Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales en contra de algunas consideraciones; votaron en 
contra: Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Eduardo Medina 
Mora I. y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo 
López Andrade. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el 
amparo en revisión 976/2015, y el diverso sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 1139/2015. 
 
El Tribunal Pleno, el nueve de enero en curso, aprobó, con el número 7/2018 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de abril de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de abril de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016648  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 9/2018 (10a.)  
 
ACTUACIONES CONCLUIDAS ORIGINALES OFRECIDAS COMO PRUEBA EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. PARA QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL LAS REQUIERA, ES SUFICIENTE CON QUE LO 
SOLICITE EL OFERENTE, SIN QUE SEA NECESARIO QUE ÉSTE ACREDITE HABERLAS SOLICITADO 
PREVIAMENTE A LA AUTORIDAD QUE LAS TIENE BAJO SU RESGUARDO (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE AMPARO). 
 
El precepto citado regula los dos supuestos en que el juzgador puede requerir a otras autoridades 
la remisión de documentos ofrecidos como pruebas por las partes en el juicio de amparo indirecto, 
esto es, cuando: a) estén bajo el resguardo de algún servidor público, ante la eventualidad de que 
su expedición o entrega no se lleve a cabo a pesar de haber sido requeridos oportunamente; y, b) 
se trate de actuaciones concluidas originales, a petición de cualquiera de las partes. En el primer 
caso, para que el Juez de amparo requiera a otra autoridad, las partes deben demostrar haber 
solicitado oportunamente su expedición, lo que se explica por la mayor facilidad que tienen de 
obtenerlos tomando en cuenta que las autoridades están obligadas a expedir oportunamente las 
copias al solicitante y que éste tiene interés en que lleguen al procedimiento de amparo, y es sólo 
frente a la contumacia de las autoridades que tienen a su cargo la expedición que interviene el 
órgano jurisdiccional para entablar un diálogo directo con aquéllas y exigirles el cumplimiento de 
las obligaciones a su cargo; sin embargo, en relación con las actuaciones concluidas originales no 
opera la misma razón para exigir a las partes que acrediten haber formulado tal solicitud con 
antelación ante el servidor público respectivo, porque la racionalidad que orienta el contenido de 
la primera parte del artículo 121 de la Ley de Amparo no opera para su último párrafo, pues 
tratándose de las actuaciones concluidas originales, éstas no pueden entregarse a las partes, sino 
que son las autoridades las que deben mantenerlas bajo su resguardo. Luego, sobre la base de que 
las cargas que se imponen a las partes en la prosecución de un juicio deben descansar en una base 
objetiva y razonable, se concluye que no es el caso de imponer al justiciable que se ubica en el 
último párrafo de la norma apuntada la misma carga que consta en su primera parte, pues 
ninguna utilidad tiene que solicite la entrega de las actuaciones concluidas originales si a ningún 
fin práctico llevaría esa exigencia cuando de antemano se conoce que no verá satisfecha su 
petición. Por esa razón, basta con que las partes soliciten al Juez de amparo que requiera las 
actuaciones concluidas originales a la autoridad respectiva y que éstas guarden relación objetiva 
con la litis constitucional, para que aquél las requiera y ésta las remita a dicho juzgador federal, sin 
que sea necesario que previamente los interesados acrediten haberlas solicitado. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 388/2016. Entre las sustentadas por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito y el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito. 1 de marzo de 2018. Unanimidad de nueve votos de los Ministros José Ramón 
Cossío Díaz, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ausentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez 
Almaraz. 
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Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis I.6o.A.2 K (10a.), de título y subtítulo: "PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PARA 
QUE EL JUZGADOR REQUIERA LAS ACTUACIONES ORIGINALES CONCLUIDAS, ES SUFICIENTE CON 
QUE GUARDEN RELACIÓN OBJETIVA CON LA LITIS CONSTITUCIONAL, SIN QUE EL OFERENTE DEBA 
ACREDITAR HABERLAS SOLICITADO PREVIAMENTE A LA AUTORIDAD CORRESPONDIENTE.", 
aprobada por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo III, 
agosto de 2015, página 2556, y 
 
El sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 227/2016. 
 
El Tribunal Pleno, el nueve de abril en curso, aprobó, con el número 9/2018 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de abril de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de abril de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 


